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PETICIÓN P-150-06
ADMISIBILIDAD
NÉLIO NAKAMURA BRANDÃO y ALEXANDRE ROBERTO AZEVEDO SEABRA DA CRUZ
BRASIL

17 de marzo de 2010
I.
RESUMEN
1.
El 17 de febrero de 2006 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante, “la Comisión Interamericana” o “la CIDH”) recibió una petición en la que se alega la responsabilidad internacional de la República Federativa de Brasil (“el Estado” o “Brasil”) por la presunta ejecución extrajudicial de Nélio Nakamura Brandão y Alexandre Roberto Azevedo Seabra da Cruz (“las presuntas víctimas”), perpetrada el 13 de septiembre de 2004 por policías militares del estado de São Paulo.  La petición fue presentada por la Fundação Interamericana de Direitos Humanos (“el peticionario”).
2.
El peticionario alega que el 13 de septiembre de 2004 dos individuos, uno de los cuales portaba un arma de fuego, robaron el vehículo de Nélio Nakamura Brandão y su esposa, Eladia Aparecida Erguelles Brandão.  Según el peticionario, mientras su esposa llamaba a la policía, el señor Brandão salió persiguiendo a los ladrones en su motocicleta portando su propia arma de fuego.  El peticionario indica que policías militares también iniciaron una búsqueda del automóvil robado y que, tras encontrar el vehículo y la motocicleta, confundieron al señor Brandão con uno de los asaltantes y lo ejecutaron, así como a Alexandre Roberto Azevedo Seabra da Cruz, uno de los ladrones, mientras que el otro logró escapar.  Resalta el peticionario que a continuación los policías militares que participaron de la operación pasaron a realizar un montaje para aparentar que la muerte de las presuntas víctimas ocurrió mediante fuego cruzado entre el señor Brandão y los individuos que habían robado su automóvil.  Según el peticionario, la muerte de las presuntas víctimas no ha sido sancionada en virtud de la amplia impunidad vigente respecto a crímenes perpetrados por la Policía Militar, y concluye que hay retardo injustificado en la decisión sobre los recursos internos.  En consecuencia, sostiene que Brasil ha violado los artículos 1.1, 4.1, 5.1, 5.2, 7.1, 8.2 y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (“la Convención Americana”).
3.
El Estado alega que la petición es inadmisible en virtud de la falta de agotamiento de los recursos internos, y que no se habría cumplido el requisito del artículo 46.1.a de la Convención Americana.  Por una parte, el Estado indica que la investigación realizada por la Policía Civil fue archivada mediante decisión judicial, pero que dicha decisión no agota los recursos bajo la legislación interna.  Por otra parte, indica que la Policía Militar también llevó a cabo una investigación paralela que resultó en una acción penal que sigue pendiente.  Por último, el Estado sostiene que las familias de las presuntas víctimas no iniciaron una acción civil de indemnización por daños.  En base a lo anterior, Brasil afirma que la petición es inadmisible, en virtud de no haberse cumplido el requisito previsto en el artículo 46.1.a de la Convención Americana.
4.
Sin prejuzgar sobre el fondo del asunto, y de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión Interamericana decide declarar la petición admisible respecto de la presunta violación de los artículos 4, 5 y 8 de la Convención Americana, en concordancia con las obligaciones generales previstas en el artículo 1.1 y --en virtud del principio iura novit curia-– en los artículos 2 y 25 del mismo tratado.  Por otro lado, la CIDH declara esta petición inadmisible en lo que se refiere a los artículos 7 y 24 de la Convención Americana.  Por último, la Comisión Interamericana decide notificar esta decisión a las partes, publicar el presente informe e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.

II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN INTERAMERICANA
5.
La denuncia fue recibida el 17 de febrero de 2006.  El 7 de julio de 2006 la CIDH transmitió las partes pertinentes de la petición al Estado y fijó un plazo de dos meses para que presentara sus observaciones. Tras una prórroga solicitada el 1º de septiembre de 2006, el Estado presentó su contestación respecto de esta petición en las fechas 12 y 23 de octubre de 2006.
6.
La Comisión Interamericana recibió información adicional de cada una de las partes, que fue debidamente trasladada a la otra: del peticionario el 31 de enero de 2007, 16 de abril de 2008 y 3 de octubre de 2008; y del Estado el 26 de noviembre  de 2007, el 12 de diciembre de 2007 y el 28 de mayo de 2008.
III.
POSICIONES DE LAS PARTES
A.
El peticionario
7.
El peticionario alega que las presuntas víctimas fueron sumariamente ejecutadas por agentes de la Policía Militar de São Paulo el 13 de septiembre de 2004, y que los crímenes han permanecido en impunidad hasta la fecha.  Según el peticionario, cuando salían de su residencia para ir al trabajo, Nélio Nakamura Brandão y su esposa Eladia Aparecida Erguelles Brandão, sufrieron el robo de su vehículo por dos individuos, uno de los cuales portaba un arma de fuego, aproximadamente a las 5:30 a.m. del 13 de septiembre de 2004.  

8.
Según el peticionario, la esposa del señor Brandão inmediatamente trató de denunciar el robo a la policía por teléfono, mientras su esposo fue por su propia arma de fuego en la casa, se montó en su motocicleta y salió a perseguir el automóvil robado.  El peticionario indica que algunos minutos después, llegó un vehículo de la Policía Militar, y que la esposa del señor Brandão denunció lo ocurrido.  En seguida, la Policía Militar también supuestamente habría iniciado una búsqueda por el automóvil robado.

9.
Alrededor de las 7 a.m., conforme al peticionario, dos vehículos de la Policía Militar llegaron a la residencia de la señora Eladia, y los policías le preguntaron si podría reconocer a los ladrones de su automóvil, incluso el que iba en una motocicleta.  La señora inmediatamente informó que la persona que perseguía a los ladrones en una motocicleta se trataba de su esposo, con lo cual los policías se habrían retirado sin darle mayor información.  En seguida, el peticionario indica que la señora se dirigió al 19º Batallón de la Policía Militar a fin de buscar informaciones, cuando escuchó por la radio de un vehículo policial allí estacionado que dos individuos baleados habrían sido llevados al hospital del barrio.  Según el peticionario, cuando la señora se dirigió al referido hospital, fue informada que allí se encontraba el cuerpo de su esposo sin vida en virtud de disparos de arma de fuego, así como el cuerpo de Alexandre Roberto Azevedo Seabra da Cruz, uno de los asaltantes, también muerto por disparos de arma de fuego.
10.
El peticionario señala que tras llegar a la Comisaría de Policía Civil para denunciar el crimen, la señora se percató que policías militares ya habían relatado (Boletim de Ocorrência no. 5189/2004) que la muerte de su esposo supuestamente ocurrió durante fuego cruzado entre éste y los dos asaltantes que habían robado su automóvil; y que la muerte de Alexandre Roberto Azevedo Seabra da Cruz presuntamente ocurrió durante fuego cruzado entre éste y los policías.  En relación con dichos hechos, conforme al peticionario, la Policía Civil inició una investigación (Inquérito Policial No. 457/04).  

11.
El peticionario resalta que las pruebas recaudadas durante la investigación de la Policía Civil establecieron claramente que los policías militares que participaron de la operación habían ejecutado sumariamente a las presuntas víctimas.  En relación con el señor Brandão, lo anterior había ocurrido porque los policías militares lo habrían confundido con uno de los individuos que robaron su vehículo.  A ese respecto, conforme al peticionario, la investigación concretamente indicó que Alexandre Roberto Azevedo Seabra da Cruz no portaba arma de fuego cuando fue ejecutado; que durante la persecución, los asaltantes en el automóvil robado no efectuaron ningún disparo; que el señor Azevedo Seabra da Cruz fue baleado por los policías una vez durante la persecución y luego fue removido del auto y ejecutado con dos tiros en el pecho; que uno de los policías habría “plantado” un arma de fuego sin número de registro en la escena del crimen a fin de simular que el señor Brandão murió durante fuego cruzado entre él y el asaltante; y que ambas presuntas víctimas habían sido ejecutadas sin ofrecer ninguna resistencia.  Lo anterior, enfatiza el peticionario, es comprobado por las declaraciones de un policía militar que participó de la operación y fue incluso supuestamente amenazado por los demás policías porque confesó su participación y la versión real de los hechos; y fue corroborado por declaraciones de otros testigos, exámenes de balística y otras pruebas forenses.
12.
El peticionario agrega que, el 8 de julio de 2005, el informe final de la referida investigación policial indicó que la versión original de los hechos relatada por los policías militares fue intencionalmente simulada por los mismos, quienes tras cometer los dos homicidios, utilizaron de medios fraudulentos para cambiar la escena del crimen, y que incluso “plantaron” un arma de fuego de origen ilícito.  Por lo tanto, el Jefe de Policía concluyó que los policías que intervinieron eran culpables del crimen de homicidio doloso y otros delitos conexos.
13.
Pese lo anterior, el peticionario argumenta que el Fiscal del Ministerio Público opinó de manera breve y no razonada que los crímenes caracterizaban “la clásica hipótesis de legítima defensa” y solicitó el archivo del expediente.  El peticionario añade que el 18 de agosto de 2005 el Juez del 1er. Juzgado del Tribunal de Jurados de São Paulo decidió archivar el expediente, de conformidad con la opinión del referido Fiscal.  Inicialmente, el peticionario alegó que esta decisión agotó los recursos de jurisdicción interna, y consecuentemente, que la petición presentada el 17 de febrero de 2006 cumplía con todos los requisitos de admisibilidad previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana.
14.
Posteriormente, tras recibir la respuesta del Estado sobre esta petición, el peticionario añadió que entre los meses de agosto y diciembre de 2006, y particularmente en virtud del archivo de la investigación policial civil y del envío de la petición a la CIDH, el caso ganó amplia repercusión en los medios de comunicación.  Asimismo, el peticionario argumentó que paralelamente a la investigación de la Policía Civil, archivada mediante decisión judicial del 18 de agosto de 2005, existía una investigación reservada realizada por la Policía Militar (Inquérito Policial Militar No. CPAM9-021/16/04).  El peticionario confirmó que esta investigación policial militar resultó en una acción penal (No. 052.05.004850-5) contra siete policías militares por el homicidio doloso de las presuntas víctimas, ante la Justicia Común (1º Juzgado del Tribunal de Jurado de São Paulo), iniciada el 29 de diciembre de 2006, la cual se encontraba supuestamente en sus etapas iniciales.
15.
Respecto a esta acción penal, el peticionario destaca que el rol de los siete policías militares acusados no incluye a uno de los policías militares sindicados en la investigación policial civil, ni tampoco a algún otro agente público que pudiera haber obstruido las investigaciones o participado en la fraudulenta simulación de muertes por enfrentamiento.  Además, el peticionario resaltó que pasados varios años de los hechos, el proceso penal aun permanece en la etapa inicial de instrucción procesal; por lo tanto, se aplicaría a este caso la excepción de retardo injustificado en la decisión sobre los recursos internos, conforme al artículo 46.2.c de la Convención Americana.  Por último, el peticionario adicionalmente observa que las familias de las presuntas víctimas interpusieron dos acciones civiles de indemnización por daños contra el estado de São Paulo: No. 2007.126567-0 (ante el 4º Juzgado) y No. 2006.129691-8 (ante el 10º Juzgado).  Según el peticionario, el desarrollo de ese tipo de proceso --en la práctica-- depende en gran medida del desarrollo de la acción penal relacionada a ello.
16.
En base a todo lo anterior, el peticionario asevera que el crimen cometido contra las presuntas víctimas no ha sido sancionado hasta la fecha, en virtud de la amplia impunidad habitualmente observada en lo relativo a crímenes perpetrados por la Policía Militar, y concluye que hay retardo injustificado en la decisión sobre los recursos internos.  En consecuencia, solicita que la CIDH declare que la petición es admisible y que Brasil ha violado los artículos 1.1, 4.1, 5.1, 5.2, 7.1, 8.2 y 24 de la Convención Americana.
B.
El Estado
17.
El Estado alega que la petición es inadmisible en virtud del supuesto incumplimiento con el requisito fundamental previsto en el artículo 46.1.a de la Convención Americana: el agotamiento de los recursos de jurisdicción interna.  Por una parte, afirma que la investigación realizada por la Policía Civil fue archivada mediante decisión judicial del 18 de agosto de 2005, pero que esta decisión no agota los recursos bajo la legislación interna.  Por otra parte, el Estado argumenta que, paralelamente, también la Policía Militar llevó a cabo una investigación que resultó en una acción penal que permanece pendiente de una decisión definitiva y sigue su trámite regular, sin retardos injustificados.  Por último, el Estado también sostiene que las familias de las presuntas víctimas no iniciaron una acción civil de indemnización por daños.
18.
En relación con la investigación realizada por la Policía Civil, el Estado no considera que la decisión de archivar la investigación policial haya agotado los recursos internos. Al respecto, el Estado afirma que esa decisión tiene un carácter rebus sic stantibus, y que no constituye res judicata, porque si cambian las circunstancias y se presentan nuevas pruebas a las autoridades, la investigación policial podría ser abierta nuevamente.

19.
Asimismo, el Estado resalta que paralelamente a la investigación llevada a cabo por la Policía Civil, la Policía Militar también realizó una investigación sobre los mismos hechos (Inquérito Policial Militar No. CPAM9-021/16/04).  Dicha investigación policial militar, conforme al Estado, resultó en la presentación de una Denuncia por el Ministerio Público contra siete policías militares por doble homicidio doloso.  Asimismo, agrega el Estado que dicha denuncia fue aceptada por la autoridad judicial, y que se instauró la acción penal No. 4850/05 ante el 1er. Juzgado del Tribunal de Jurado de Barra Funda, en São Paulo.
20.
Respecto de esta acción penal el Estado observa que se encuentra pendiente de una decisión, lo cual supuestamente comprueba que los recursos internos no han sido agotados.  Además, el Estado resalta que no hay retardo injustificado en la decisión sobre dicha acción penal, y que la misma sigue su trámite normal.  En efecto, Brasil asevera que la CIDH no puede considerar excesivo el tiempo trascurrido desde la ocurrencia de los hechos.  Adicionalmente, el Estado se refiere a la posibilidad de instituir procedimientos administrativos respecto de eventuales sanciones disciplinarias aplicables a esta situación.
21.
El Estado alega que ha investigado los hechos de manera eficiente y diligente, y que por lo tanto, la presentación de la petición a la CIDH se hizo de manera inoportuna, toda vez que los mecanismos del sistema interamericano son subsidiarios a las actuaciones llevadas a cabo en el ámbito interno.  Por otra parte, Brasil argumenta que las familias de las presuntas víctimas tampoco presentaron una acción civil para lograr una compensación por daños y perjuicios.
22.
Por último, el Estado argumenta que el plazo de seis meses al que se refiere el artículo 46.1.b de la Convención Americana no ha podido ser constatado o cuestionado, en virtud de que la comunicación de la CIDH en que se transmiten las partes pertinentes de la petición no hizo referencia a la fecha de recibo de la misma.
23.
En base a todo lo anterior, el Estado solicita que la CIDH declare la petición inadmisible, en virtud de no cumplir con el requisito previsto en el artículo 46.1.a de la Convención Americana.

IV.
ANÁLISIS DE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A.
Competencia de la Comisión Interamericana ratione personae, ratione materiae, ratione temporis y ratione loci
24.
El peticionario está autorizado por el artículo 44 de la Convención Americana a interponer denuncias ante la CIDH.  En la petición se indica que las presuntas víctimas son Nélio Nakamura Brandão y Alexandre Roberto Azevedo Seabra da Cruz, personas cuyos derechos consagrados por la Convención Americana el Estado se comprometió a respetar y garantizar.  En cuanto al Estado, la CIDH observa que Brasil es parte de la Convención Americana, instrumento que ratificó el 25 de septiembre de 1992. Por tanto, la Comisión Interamericana tiene competencia ratione personae para examinar la petición.
25.
La CIDH tiene competencia ratione materiae porque el peticionario alega violaciones de derechos protegidos por la Convención Americana.  Asimismo, es competente ratione temporis porque la obligación de respetar y asegurar los derechos protegidos por la Convención Americana ya se encontraba vigente a la fecha en que ocurrieron los hechos alegados, a partir del 13 de septiembre de 2004.  Finalmente, la Comisión Interamericana es competente ratione loci porque las violaciones alegadas ocurrieron dentro del territorio de un Estado parte de la Convención Americana.
B.
Otros requisitos para la admisibilidad de la petición
1.
Agotamiento de los recursos internos
26.
De conformidad con el artículo 46.1 de la Convención Americana, a efectos de que una petición sea admitida por la CIDH, es necesario que se hayan agotado los recursos de jurisdicción interna de acuerdo con los principios del derecho internacional generalmente reconocidos.  En el inciso 2 de dicha norma se establece que esas disposiciones no se aplicarán cuando no exista en la legislación interna el debido proceso legal para la protección del derecho en cuestión; si la supuesta víctima no tuvo acceso a los recursos de la jurisdicción interna, o si existió retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.

27.
Sobre el agotamiento de los recursos internos, la CIDH observa preliminarmente que, en casos como el presente, de presuntas ejecuciones extrajudiciales, es decir, de infracciones penales de acción pública, el recurso idóneo es normalmente la investigación y el proceso penal.  A ese respecto, además, la CIDH señala que el requisito del agotamiento de los recursos internos se aplica cuando en efecto existen en el sistema interno recursos para reparar la alegada violación.  En efecto, conforme al artículo 46.2.a de la Convención Americana, dicho requisito no es aplicable cuando “no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados”.
28.
De acuerdo con lo anterior, en la etapa de admisibilidad, la Comisión Interamericana también debe determinar si las actuaciones ante la jurisdicción interna otorgaron el debido proceso legal para la protección de los derechos alegadamente violados, de conformidad con el artículo 46.2.a de la Convención Americana.  La CIDH toma nota de que, en el presente caso, fueron paralelamente realizadas investigaciones a través de inquérito policial civil e inquérito policial militar
.
29.
Respecto de los recursos internos de carácter estrictamente civil, es decir, la investigación policial civil seguida (eventualmente) de una acción penal ante la Justicia Común, no se ha cuestionado que el Inquérito Policial civil No. 457/04 fue archivado mediante decisión judicial del 18 de agosto de 2005 (supra párrs. 13 y 17).  Sobre este punto, la CIDH ha reiteradamente decidido que en Brasil, el archivo judicial de la investigación policial tiene carácter definitivo, sin que haya lugar a recurrir tal decisión, por lo que una vez archivada la investigación policial, se tienen a los efectos de admisibilidad agotados los remedios de la jurisdicción interna
.

30.
Por otra parte, tampoco se ha cuestionado que hay una acción penal pendiente ante la Justicia Común que se originó a partir de una investigación policial militar paralela sobre las mismas violaciones supuestamente perpetradas por policías militares (supra párrs. 14 y 19).  En efecto, conforme a los documentos presentados por ambas partes, el Inquérito Policial militar No. CPAM9-021/16/04 resultó en una acción penal ante la Justicia Ordinaria contra siete policías militares por doble homicidio doloso.  Lo anterior en virtud de la Ley Nº 9.299/96 que “alteró disposiciones del Código Penal Militar y del Código del Proceso Penal Militar, transfiriendo al ámbito de la Justicia Ordinaria la competencia para procesar y juzgar los delitos dolosos contra la vida perpetrados por policías militares contra civiles”
.
31.
La CIDH ha sostenido reiteradamente que, en general, se entiende que los sistemas judiciales militares --las investigaciones y los juicios-- no ofrecen recursos eficaces para tratar violaciones de los derechos humanos, por lo cual, aquellos cuyos procesos son seguidos ante el sistema de la justicia militar no necesariamente se les exige agotar los recursos internos antes de presentarse ante la Comisión Interamericana (véase infra).  El mismo razonamiento ha sido aplicado sistemáticamente por otros órganos internacionales relevantes de derechos humanos
.

32.
Específicamente con respecto a Brasil, en su decisión sobre la admisibilidad de la petición 11.820 (Eldorado dos Carajás), de 2003, la CIDH concluyó que “considera que la policía militar no tiene la independencia y autonomía necesaria para investigar de manera imparcial las presuntas violaciones a los derechos humanos presuntamente cometidas por policías militares”
.  En efecto, la CIDH subrayó que, aun que se desarrollara un proceso penal ante la Justicia Ordinaria, la mera investigación de las violaciones de los derechos humanos por la propia Justicia Militar entrañaba problemas, y afirmó que:
La investigación del caso por parte de la justicia militar precluye la posibilidad de una investigación objetiva e independiente ejecutada por autoridades judiciales no ligadas a la jerarquía de mando de las fuerzas de seguridad. El hecho de que la investigación de un caso haya sido iniciada en la justicia militar puede imposibilitar una condena aún si el caso pasa luego a la justicia ordinaria, dado que probablemente no se han recopilado las evidencias necesarias de manera oportuna y efectiva. Asimismo, la investigación de los casos que permanecen en el fuero militar, puede ser conducida de manera de impedir que éstos lleguen a la etapa de decisión final
.
33.
En consecuencia de lo anterior, y teniendo en cuenta las circunstancias de la presente petición, la Comisión Interamericana reitera que “la legislación brasileña no ofrece el debido proceso legal para investigar efectivamente presuntas violaciones a los derechos humanos cometidas por la policía militar”
; y que, tras la aprobación de la Ley Nº 9.299/96, el hecho que “la investigación de los delitos cometidos por la Policía Militar [continúe] estando a cargo de esa misma Policía […] significa que sigue estando comprometida la imparcialidad necesaria para la administración de justicia”
.
34.
Por tanto, la CIDH reitera su jurisprudencia firme en el sentido de que aunque existe formalmente un recurso para investigar en Brasil violaciones a los derechos humanos cometidas por policías militares, la competencia que la legislación brasileña atribuye a la propia policía militar para investigar dichas violaciones implica, para efectos de la admisibilidad, que esta vía no constituye un recurso idóneo y por ende los peticionarios no están obligados a agotarlo
.  Consecuentemente, la CIDH considera que esta situación está comprendida dentro de la excepción a la norma del agotamiento previo de los recursos internos prevista en el artículo 46.2.a de la Convención Americana
.
35.
Por último, sólo resta señalar que la invocación de las excepciones a la regla del agotamiento de los recursos internos se encuentra estrechamente ligada a la determinación de posibles violaciones a ciertos derechos consagrados en la Convención Americana, tales como las garantías de acceso a la justicia y, en este caso, en virtud de que la falta del debido proceso legal adviene de la propia legislación brasileña, el posible incumplimiento con el deber de adoptar disposiciones de derecho interno.  No obstante, el artículo 46.2 de la Convención Americana, por su naturaleza y objeto, es una norma con contenido autónomo, vis à vis las normas sustantivas de dicho instrumento internacional.  En consecuencia, la determinación de si las excepciones a la regla del agotamiento de los recursos internos previstas en dicha norma resultan aplicables al caso en cuestión debe llevarse a cabo de manera previa y separada del análisis del fondo del asunto, ya que depende de un parámetro de apreciación distinto al utilizado para determinar la posible violación de los artículos 2, 8 y 25 de la Convención Americana
.  Por tanto, la Comisión Interamericana aclara que las causas y los efectos que han resultado en la falta del debido proceso legal en el presente caso serán analizados, en lo pertinente, en el informe que adopte sobre el fondo de la controversia, a fin de constatar si efectivamente corresponden a violaciones de la Convención Americana.
2.
Plazo de presentación

36.
El artículo 46.1.b de la Convención Americana exige que las peticiones sean presentadas dentro del plazo de seis meses contados a partir de la notificación de la decisión definitiva.  Por su parte, el artículo 32.2 del Reglamento de la CIDH dispone que:

 

En los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al requisito del previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión.  A tal efecto, la Comisión considerará la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso. 

37.
En las circunstancias del presente caso, la CIDH se pronunció supra sobre la aplicabilidad a estos hechos de una excepción a la regla del agotamiento de los recursos internos, por lo que corresponde determinar si la petición fue presentada dentro de un plazo razonable.  Al respecto, la Comisión Interamericana observa que, en principio, es en el momento de la aprobación del informe sobre la admisibilidad cuando se debe constatar si están reunidos los requisitos que corresponden a tal etapa.  Por tanto, teniendo en cuenta las circunstancias del presente caso, particularmente la fecha de la muerte de las presuntas víctimas y el trámite del proceso penal interno descrito supra, la Comisión Interamericana concluye que la petición fue presentada dentro de un plazo razonable y tiene por cumplido el requisito del artículo 32.2 del Reglamento de la CIDH.

3.
Duplicación de procedimientos y res judicata
38.
No surge del expediente que la materia de la petición se encuentre pendiente de otro procedimiento internacional, ni que reproduzca una petición ya examinada por este u otro órgano internacional.  Por ello, corresponde dar por cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 46.1.c y 47.d de la Convención Americana.
4.
Caracterización de los hechos alegados
39.
Corresponde a la Comisión Interamericana determinar si los hechos descritos en la petición caracterizan violaciones de los derechos consagrados en la Convención Americana, conforme a los requerimientos del artículo 47.b, o si la petición, conforme al artículo 47.c, debe ser rechazada por ser “manifiestamente infundada” o por resultar “evidente su total improcedencia”.  En esta etapa procesal corresponde a la CIDH hacer una evaluación prima facie, no con el objeto de establecer presuntas violaciones a la Convención Americana, sino para examinar si la petición denuncia hechos que potencialmente podrían configurar violaciones a derechos garantizados en la Convención Americana.  Este examen no implica prejuzgamiento ni anticipo de la opinión sobre el fondo del asunto.


40.
En ese sentido, la Comisión Interamericana observa que, en caso de ser probados los alegatos del peticionario en relación a las supuestas ejecuciones extrajudiciales de las presuntas víctimas por policías militares de São Paulo, dichos hechos podrían caracterizar violaciones al artículo 4 de la Convención Americana.  Además, de ser probado que las alegadas ejecuciones extrajudiciales permanecieron en la impunidad en virtud de la falta de diligencia e imparcialidad de las autoridades encargadas de la investigación y del proceso criminal, así como por la amplia competencia otorgada por la legislación brasileña a la Justicia Militar en lo que se refiere a la investigación realizada por la propia Policía Militar, y tomando en cuenta el supuesto sufrimiento que habría causado la alegada denegación de justicia a los familiares directos de las presuntas víctimas, la CIDH considera que podría caracterizarse una violación de los artículos 5, 8 y --en virtud del principio iura novit curia-- 25 de la Convención Americana, en perjuicio de Eladia Aparecida Erguelles Brandão y demás familiares de las presuntas víctimas que puedan ser identificados en la etapa de fondo.  La CIDH considera admisibles todos los artículos de la Convención Americana mencionados anteriormente en relación con el artículo 1.1 del mismo instrumento, así como --también virtud del principio iura novit curia–- el incumplimiento con el deber de adoptar disposiciones de derecho interno previsto en el artículo 2 del mismo instrumento.
41.
Por otro lado, la CIDH no observa en los hechos alegados por el peticionario que existan prima facie elementos para considerar que los mismos podrían caracterizar posibles violaciones de los derechos garantizados por los artículos 7 y 24 de la Convención Americana.  Consecuentemente, respecto de estos alegatos, la Comisión Interamericana decide declarar la petición inadmisible, de conformidad con el artículo 47.b de la Convención Americana.
V.
CONCLUSIONES
42.
La Comisión Interamericana concluye que tiene competencia para conocer el fondo de este caso y que la petición es admisible de conformidad con los artículos 46 y 47 de la Convención Americana.  Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, y sin prejuzgar sobre el fondo de la cuestión,
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,
DECIDE:
1.
Declarar admisible la presente petición en lo que se refiere a presuntas violaciones de los derechos protegidos en los artículos 4, 5, 8, y 25 de la Convención Americana en relación con las obligaciones generales consagradas en los artículos 1.1 y 2 de dicho tratado;

2.
Declarar inadmisible la presente petición, en lo relativo a los artículos 7 y 24 de la Convención Americana;
3.
Notificar esta decisión a las partes;
4.
Continuar con el análisis de fondo del asunto; y
5.
Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 17 días del mes de marzo de 2010.  (Firmado): Felipe González, Presidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; María Silvia Guillén, José de Jesús Orozco Henríquez y Rodrigo Escobar Gil, Miembros de la Comisión.






� El Comisionado Paulo Sérgio Pinheiro, de nacionalidad brasileña, no participó en las deliberaciones ni en la decisión sobre la presente petición, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 17.2.a del Reglamento de la Comisión.


� La Comisión Interamericana ha examinado anteriormente otros casos, donde se observó que la supuesta obscuridad de la Ley 9.299 del año 1996 resultó en que se iniciaran dos investigaciones policiales – una civil y otra militar – con resultados contradictorios (Véase, al respecto, CIDH. Informe No. 96/09, Admisibilidad, Petición 4-04, Antônio Pereira Tavares y otros, 29 de diciembre de 2009, párr. 35).


� CIDH. Informe No. 37/02, Admisibilidad, Caso 12.001, Simone André Diniz, Brasil, 9 de octubre de 2002, párrs. 25-27; Informe No. 80/05, Inadmisibilidad, Petición 12.397, Hélio Bicudo, Brasil, Brasil, 24 de octubre de, 2005, párr. 27; Informe No. 41/07, Admisibilidad, Petición 998-05, Lazinho Brambilla da Silva, Brasil, 23 de julio de, 2007, párr. 57; Informe No. 118/09, Inadmisibilidad, Petición 397/04, Nelson Aparecido Trindade, Brasil, 12 de noviembre de 2009, párr. 22; e Informe No. 119/09, Inadmisibilidad, Petición 398/04, Edson Prado, Brasil, 12 de noviembre de 2009, párr. 24.


� CIDH. Informe No. 40/03, Fondo, Caso 10.301, 42º Distrito Policial (Parque São Lucas), Brasil, 8 de octubre de  2003, párr. 75.


� Véase ONU Doc. E/CN.4/Sub.2/2000/44, Administración de justicia por los tribunales militares y otras jurisdicciones de excepción, 15 de agosto de 2000, párr. 30; y 1995 Informe, Relator Especial sobre la Tortura.  ONU Doc. E/CN.4/1995/34, 2 de enero de 1995, párr. 76(g).


� CIDH. Informe No. 4/03, Admisibilidad, Petición 11.820, Eldorado dos Carajás, Brasil, 20 de febrero de 2003, párr. 27. Véase, asimismo, CIDH. Informe sobre la situación de los derechos humanos en Brasil, OEA/Ser.L/V/II.97, Doc. 29 rev. 1, Capítulo III (29 de setiembre de 1997), párrs. 77 y 95(i).


� CIDH. Informe No. 4/03, Admisibilidad, Petición 11.820, Eldorado dos Carajás, Brasil, 20 de febrero de 2003, párr. 28.


� CIDH. Informe No. 4/03, Admisibilidad, Petición 11.820, Eldorado dos Carajás, Brasil, 20 de febrero de 2003, párr. 32.


� CIDH. Informe No. 40/03, Fondo, Caso 10.301, 42º Distrito Policial (Parque São Lucas), Brasil, 8 de octubre de  2003, párr. 77.


� Véase, inter alia, CIDH. Informe No. 4/03, Admisibilidad, Petición 11.820, Eldorado dos Carajás, Brasil, 20 de febrero de 2003, párr. 31;  Informe No. 23/02, Fondo, Caso 11.517, Diniz Bento da Silva, Brasil, 28 de febrero de 2002, párr. 25; e Informe No. 32/04, Fondo, Caso 11.556, Masacre de Corumbiara, Brasil, 11 de marzo de 2004, párr. 265.


� Véase, mutatis mutandi, CIDH. Informe No. 96/09, Admisibilidad, Petición 4-04, Antônio Pereira Tavares y otros, 29 de diciembre de 2009, párr. 35.


� CIDH. Informe No. 96/09, Admisibilidad, Petición 4-04, Antônio Pereira Tavares y otros, 29 de diciembre de 2009, párr. 35; Informe No. 72/08, Admisibilidad, Petición 1342-04, Márcio Lapoente da Silveira, Brasil, 16 de octubre de 2008, párr. 75; Informe No. 23/07, Admisibilidad, Petición 435-2006, Eduardo José Landaeta Mejía y Otros, Venezuela, 9 de marzo de 2007, párr. 47; e Informe No. 40/07, Admisibilidad, Petición 665-05, Alan Felipe da Silva, Leonardo Santos da Silva, Rodrigo da Guia Martins Figueiro Tavares y otros, Brasil, 23 de julio de  2007, párr. 55.





